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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Enrique Pintado. 


MIEMBROS: Señores Representantes Ramón Fonticiella, Arturo Heber Fúllgraff, Diego Martínez, Carlos 
Pita y Julio Luis Sanguinetti. 


INVITADOS: Señoras Graciela Villar, Hendrina Roodenburg, Silvia Jover, Gabriela Morales, Teresita 
Rodríguez, Teresa Bejérez y señor Daniel Bertua. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a las señoras Graciela Villar, Hendrina Roodenburg, Silvia Jover, 
Gabriela Morales, Teresa Rodríguez, Teresa Bejérez y al señor Daniel Bertua. 


SEÑORA VILLAR.- Agradecemos a la Comisión que haya dado una respuesta positiva a nuestra 
solicitud de entrevista. Como dice la exposición de motivos, nuestra fundamentación se basa en que 
somos una organización civil que nuclea a familiares y a amigos de emigrantes. Este es un tema que 
para algunos señores Diputados y para la sociedad en su conjunto tiene características estructurales y 
que afecta a una franja muy importante de la ciudadanía. 


Si bien la multiplicidad de temas en torno a la emigración es de distinta índole y puede representar intereses 
diferentes, en el día de hoy nos convoca una preocupación fundada en la situación de los ilegales uruguayos 
residentes en España. No digo esto porque no nos preocupen los ilegales residentes en otros países, sino 
porque en particular en ese país tenemos un tratado que data de 1870 y razones de carácter histórico que nos 
permiten manejar la posibilidad de que ese tratado sea reconocido. 


Hoy nos acompañan representantes de situaciones distintas de estas ilegalidades, quienes no casualmente han 
decidido participar de esta entrevista. Nos acompañan familiares que tienen una relación de consanguinidad 
directa con España y que aun así no pudieron tramitar el pasaporte de la Comunidad Económica Europea; 
tenemos situaciones de ilegales puros; tenemos familias disociadas con una esposa en Uruguay y un esposo 


en España, y dificultades a partir de la puesta en marcha de la ley de extranjería el 1” de enero de 2004 para la 
reunificación familiar. Nos preocupan todas esas situaciones y hemos hecho gestiones al respecto. 


En virtud del viaje a España del señor Presidente de la República, doctor Jorge Batlle, tuvimos una entrevista 
con el Encargado de Asuntos Políticos de la Cancillería para que trasmitiera al señor Canciller -quien en esos 
momentos no se encontraba en Uruguay- la preocupación de este grupo de familiares por las situaciones que 
se generaban. La ley de extranjería no solo significa una "persecución" -entre comillas- al ilegal, sino que 
genera un nuevo nivel de marginación como, por ejemplo, no poder acceder a la seguridad social. Esto hace 
que los grupos familiares importantes de uruguayos con niños no puedan registrarse o empadronarse -como 
se hacía hasta el momento- para poder tener acceso a la salud. En España hay un sistema nacional de salud 
que se rige por empadronamientos y es una condición "sine qua non" para que los niños menores ingresen a 
las escuelas. Por tanto, no solo se trata de la situación del ilegal -que de alguna forma venía nadando en la 
ilegalidad pero trabajando- sino de una situación de riesgo para núcleos familiares importantes. 


Todo esto, junto con los pocos casos que conocemos de la Justicia española acerca de expedirse 
favorablemente por reconocer el Tratado, nos preocupa porque estamos hablando no solo de la franja etárea 
más joven -que fue la que primero se perfiló o que vimos como avanzada en esta emigración hacia Europa- 
sino de núcleos familiares enteros con menores que han quemado las últimas naves buscando una perspectiva 
en España, con dificultades de retorno -por lo menos por el momento- y para sobrevivir en España. 


Tampoco tenemos información cabal acerca de cuáles fueron los avances que se obtuvieron en las entrevistas 
con el señor Presidente Aznar y con el señor Presidente Batlle. Sabemos que se establecieron algunas bases, 
cuyo detalle desconocemos. Tenemos entendido que a través de la Cancillería se extendió una especie de 
censo que tenía como finalidad poder determinar el número exacto y la situación de los inmigrantes ilegales 
en España, pero sabemos que fue mal difundido y adulterado por algunas manos que cobraron hasta veinte 
euros por el retiro de los formularios. Se nos ha informado que a través del sistema que tiene nuestra 
Cancillería para las representaciones consulares honorarias -como hay en muchas ciudades de España- no se 
llegó a tiempo con los formularios. Sabemos que esto sucedió en Vigo, en Alicante y en otros lugares. 
Además, la escasa difusión del censo significó una actitud de desconfianza de los uruguayos que no quisieron 
dar sus datos para que en el día de mañana no pudieran localizarlos y expulsarlos, eventualmente. Entonces, 
ese tema que aparentemente surgió como respuesta de la entrevista entre los Presidentes Aznar y Batlle, no 
tuvo incidencia -salvo en algunas ciudades numerosas- para el registro de los uruguayos a efectos de una 
eventual legalización. Esto nos preocupa porque estaría significando que habría un número muy importante 
de familias que quedaron sin registrarse en ese censo que no van a aparecer. Las representaciones uruguayas 
honorarias no siempre tienen herramientas idóneas como para poder apuntalar la situación de los uruguayos. 
Es por ello que queremos saber qué información tiene el Parlamento con relación a estas negociaciones y sus 
perspectivas. 


Durante estos días ha salido en la prensa que se está controlando con discrecionalidad el ingreso a España y 
que se hace de manera muy selectiva. También sabemos que ha habido algunas expulsiones -quisiéramos que 
se nos confirme ese dato por parte de la Cancillería- de uruguayos que fueron detenidos trabajando en forma 
ilegal, además de los dos expulsados cuyo caso ha denunciado la Casa de Residentes Uruguayos en España. 
Es una situación que empieza a tener aspectos represivos contra esta colectividad. 


No tenemos demasiado claro qué perspectivas habrá para el próximo cambio de Gobierno. Tuvimos 
contactos con gente del PSOE y la contestación que se nos dio no fue demasiado halagijeña en relación al 
reconocimiento del tratado de 1870 o de la disposición para contemplar por lo menos a los ciudadanos 
uruguayos que hoy se encuentran en calidad de ilegales dentro de España. Nos gustaría saber cómo se puede 
lograr una negociación que permita reubicar a quienes hoy están en España para legalizarlos. Nosotros no 
somos quienes debemos determinar que se derogue la ley de extranjería; de todos modos, podríamos buscar 
una salida para las personas que están en suelo español. Este sería el aspecto más preocupante por la 
situación de emergencia y por los niveles de expulsión o de persecución de ciudadanos uruguayos que 
tomaron una opción como estrategia de vida para buscar una alternativa diferente en otro continente. 


SEÑOR PITA.- Voy a aprovechar que tenemos registro de la versión taquigráfica para plantear 
algunas cuestiones conceptuales. Esto me interesa para que lo lean los representantes del Gobierno 
español. Yo considero a la ley de extranjería española violatoria de los derechos humanos y contraria a 
la Declaración Universal de los Derechos del Hombre. Creo que está inspirada en los más negativos 


mecanismos del ser humano que alientan la xenofobia y el racismo. Ese es mi concepto de la ley de 
extranjería española. Era mi concepto de la ley de extranjería española antes del Gobierno del señor 
Aznar y fue mi concepto después de la legislación española modificada durante el Gobierno del señor 
Aznar. 


Tengo con respecto a la situación derivada de la aplicación de esta ley una expectativa derivada del cambio 
de Gobierno. Yo he manifestado dos expectativas con relación al nuevo Gobierno de España, como persona 
interesada en la situación del mundo: una de ellas es, precisamente, la paz en el mundo. Espero que el nuevo 
Gobierno de España contribuya a tratar de gestar condiciones para que haya más paz y menos guerra en el 
mundo. Mi otra expectativa es que mejoren las condiciones de tratamiento de los compatriotas que están en 
España. En ese sentido, nosotros hemos trabajado sobre este asunto desde hace mucho tiempo en la 
Comisión, por lo cual es bueno tener este encuentro con los amigos de esta asociación. Lo hemos hecho en 
coordinación directa con la Cancillería. En determinado momento nosotros radicalizamos como 
parlamentarios nuestro discurso, cuando dijimos todo esto públicamente, luego de haberlo tratado en 
Comisión. Yo creo que el Parlamento debería llevar adelante una ofensiva política en este período tan 
particular y lleno de expectativas. Creo que debería haber un pronunciamiento parlamentario uruguayo 
dirigido hacia las nuevas cortes españolas recientemente electas. Habría que intentar una comunicación del 
Parlamento uruguayo también dirigida al nuevo Jefe de Gobierno, una vez que su Gobierno esté instalado 
plenamente. Y si esto no tiene una mejora sustantiva, desde Uruguay nosotros deberíamos empezar a advertir 
sobre la necesidad de incluir este asunto en la agenda de las sesiones extraordinarias de la Comisión de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas. También debería ser llevado por Uruguay como tema a incluir 
en la próxima Conferencia Cumbre Iberoamericana que tiene lugar dentro de poco tiempo. 


Me parece que esta es la única manera de generar una situación positiva. Yo no encuentro otra. Me resulta 
árido que los partidos políticos españoles -con todo derecho- vengan a hacer campaña aquí, pidiendo el voto 
de las colonias, de nuestros familiares, y que no se comprometan realmente a un tratamiento basado en la 
reciprocidad, en la historia y en la gratitud que -me parece a mí- es lo que el Reino de España debe a 
Uruguay por un pasado muy reciente. 


La situación es muy dura. Nosotros, como Comisión en pleno, estuvimos reunidos en la Embajada, a 
iniciativa del señor Diputado Trobo, a fines del año pasado, hablando con el Director de Asuntos Políticos 
sobre la posibilidad de lograr nuevos acuerdos al respecto. El único avance histórico que se había conseguido 
fue en el primer momento de la nueva ley de extranjería, durante el Gobierno de Aznar, cuando se había 
alcanzado un pacto de caballeros que permitía realizar el trámite de legalización extraterritorialmente, pero 
en territorio uruguayo en España. Ese pacto había quedado restringido a quienes al momento de la 
aprobación de la nueva ley eran ilegales. Yo siento que después no hubo ningún avance sustantivo, sin 
perjuicio de que ha habido algunas autoridades provinciales que han reconocido, frente a recursos de amparo 
la vigencia del Tratado del siglo XIX. Uruguay sigue esgrimiendo que aún está vigente, pero la verdad es que 
la negociación es durísima y muy árida. 


Lo que quiero decir es que la Comisión debería tener una nueva reunión con la Cancillería; habría que volver 
a hacer los estados de situación al día de hoy, con el Embajador y con los distintos consulados en España, de 
manera de definir una estrategia que, a mi juicio, debe suponer un endurecimiento político, porque el avance 
que se consiguió hasta el momento fue poco y restringido. No veo perspectivas de que se consigan cosas 
mejores, más allá de que me hago cargo de lo que significa la situación y de las dificultades existentes. 
Entiendo lo que le sucede al Gobierno del Reino de España con respecto a la inmigración, pero nosotros 
estamos en nuestro legítimo de exigir un tratamiento diferente. 


He estado comentando esto y dejo sentada mi opinión en la versión taquigráfica, como planteo de trabajo 
para la Comisión. Sé que muchos de sus miembros tienen visiones concordantes, más allá de que algún matiz 
siempre hay. Básicamente, la Comisión siempre ha estado tratando de empujar, desde una posición más 
cómoda que la de la Cancillería, en procura de lograr avances. 


SEÑORA ROODENBURG.- En encuentro entre el Presidente Batlle y Aznar, este dijo que iba a 
formar una comisión para estudiar caso por caso la situación de cada ilegal, acudiendo a soluciones 
creativas. 


SEÑOR PINTADO.- Estuve reunido con el señor Canciller por temas de agenda de la Comisión y en 
esa oportunidad el tema de los emigrantes en España también estuvo planteado. No voy a repetir que 
este asunto estuvo permanentemente en la agenda de la Comisión, la mayoría de las veces por 
iniciativa del señor Diputado Pita y en otras por el señor Diputado Trobo. En fin, hubo sensibilidad por 
parte de la Comisión, pero me gustaría centrar la atención en los roles que podemos jugar unos y otros, 
atentos al poderío de nuestro país. Si nosotros pudiéramos resolver la situación de nuestros 
connacionales de la manera en que lo resuelven otros países más poderosos cuando ven atacados a los 
suyos, sería cuestión de meter el ejército, pero esa posibilidad la hemos descartado en la Comisión. 


Como decía el señor Diputado Pita, el Parlamento puede jugar un rol, aprovechando que no está atado a 
ningún lenguaje diplomático ni a ninguna consecuencia de Estado, pero también la Cancillería tiene su rol. Se 
establecieron algunos acuerdos que no han arrojado avances. En cuanto al censo, cuantos más datos se 
tuviera, mejor, pero no indicaba que se resolverían uno a uno los casos. Lo que se quería era agrupar las 
situaciones y poder decir que determinado porcentaje de uruguayos están residiendo desde hace quince años, 
que entre veinte y treinta años hay otro porcentaje, etcétera. A partir de esa clasificación, se trataba de 
encontrar un marco general dentro de una ley nacional que nosotros no podemos modificar, aunque sí criticar. 
Además, está toda la discusión -en esto tenemos una política común- de reivindicación del Tratado de 1870, 
situación que el Estado español cuestiona por tratados posteriores que ellos interpretan de una manera 
diferente. Está el tema de la cláusula de la nación más favorecida. 


Hoy estamos frente a un cambio de Gobierno y hay un esfuerzo desde la Cancillería por no cambiar los 
interlocutores. ¿En qué sentido digo esto? Después que se trabaja con determinados interlocutores, un cambio 
puede ser contraproducente porque hay que volver a empezar de cero; ese es un problema. Más allá de las 
estrategias planteadas en cuanto a cómo va a operar en esto el Parlamento, sería útil que tengamos como 
Comisión una reunión con la Cancillería a efectos de repasar el tema, sabiendo que el objetivo principal es 
solucionar la situación de los uruguayos. Insisto en esto porque una de las cuestiones que descartamos fue 
una acción colectiva con los demás países de Latinoamérica. Si bien esta idea puede sonar muy linda, en 
realidad sería inútil para nuestros intereses puesto que la situación de los uruguayos desde el punto de vista 
numérico y desde el de la calidad de la emigración es totalmente diferente a la de otros países. Estos son 
casos en los que la unidad terminaría perjudicando. Por tanto, acordamos tener una estrategia de negociación 
bilateral, con sus pro y sus contra. Los pro serían que es más fácil arribar a una solución si hay voluntad 
política del otro lado; las contra es que frente a la dificultad quedaría el peso relativo de cada uno de los 
países en este juego. 


Creo que la situación se ha endurecido, porque ha habido cierta permisividad, producto de las gestiones, y 
eso también hay que reconocerlo. Más allá de que se nos puede decir que los casos son ínfimos, esto genera 
cierto nerviosismo en la colectividad. Hay que seguir trabajando, pero lo cierto es que esto tiene que terminar 
en un acuerdo formalmente aceptado, cosa muy difícil. Por eso me parece buena la estrategia de operar sobre 
los nuevos que vinieron acá, y juntar votos diciendo que iban a solucionar el problema; ahora no se pueden 
hacer los desentendidos. Tampoco ayuda el hecho de que se hayan metido personas en el medio a cobrar a la 
gente indefensa para hacerse de algún ingreso por vías no muy santas; esto no habla bien de los uruguayos y 
da una señal bastante complicada desde el punto de vista del país. 


En cuanto a lo relativo a la escasa difusión se puede mejorar. Según la información que tenemos, hubo 
reuniones con las organizaciones de uruguayos y se esperaba que contribuyeran como organizaciones de la 
sociedad para difundir el asunto, aunque quizás no fue suficiente. De todos modos, hay un límite en la 
difusión. Estamos practicando un censo de ilegales en un país extranjero. Las limitaciones de la difusión 
pública están en la propia enunciación del problema. Si la autoridad española quiere reaccionar, puede 
hacerlo. Entonces, podríamos hacer la difusión a la uruguaya, a través de una especie de red no demasiado 
pública. Sin embargo, deberíamos contemplar a los demás países; por ejemplo, Argentina está presionando 
con lo suyo. Tenemos competencia en este sentido. 


Creo que se impone una reunión con la Cancillería sobre este tema para ver los pasos a dar en el nuevo 
escenario político que se abre en España. 


SEÑOR FONTICIELLA.- Quiero hacer un par de precisiones. 


Este año, antes de que el señor Presidente de la República y su comitiva fueran a España, la Comisión tuvo 
una reunión directa con el señor Ministro de Relaciones Exteriores y con sus asesores para profundizar en la 
necesidad de llevar a cabo acciones tendientes a la protección de los ciudadanos uruguayos en el exterior. 
Ustedes deben saber que en esta Cámara hay algunos proyectos de ley que lamentablemente no han sido 
tratados; inclusive, algunos de ellos tienen como título la protección de los ciudadanos uruguayos en el 
exterior. Sería bueno que conocieran esas iniciativas. Igualmente, hay proyectos que no han sido tratados - 
referidos al respeto de los derechos ciudadanos como el voto, etcétera- y no fue porque quienes los 
presentaron no quisieron que se consideren. No siempre se puede llevar adelante todo lo que desea la buena 
aspiración de los legisladores, que son voceros de lo que la gente propone. 


La formación de la Comisión que se anunció cuando el señor Presidente Batlle visitó España quedó 
circunscrita a un representante por cada país. En la prensa apareció que el Gobierno español solicitó que 
fuera un solo representante por país para hacer más fáciles las conversaciones. Me consta que estas personas 
fueron designadas y que se han reunido; de todos modos, no tenemos información al respecto. Será muy 
buena la reunión con la Cancillería -que deberemos plantear rápidamente- para saber en qué está esa 
situación. 


También debo señalar que hubo funcionarios españoles que estuvieron recorriendo el interior, dando 
información sobre la ley de extranjería. Estos funcionarios consulares dieron charlas en asociaciones 
españolas, brindando información al respecto. No opino si esto está bien o mal, solo doy la información. 


Suscribo lo que han dicho los compañeros en el sentido de que se hace muy necesario trasmitir a la 
Cancillería nuestro requerimiento por tener información. Nosotros estamos acá porque nos puso la 
ciudadanía; somos empleados y debemos dar información a nuestros patrones, que es el resto de la gente. 


Si fuera posible, me gustaría saber si hubo dificultades para la obtención de los formularios y si tuvo algún 
costo. 


SEÑORA JOVER.- En Alicante, en el Consulado y en la Embajada no sabían absolutamente nada del 
censo. En Vigo tampoco. 


SEÑOR FONTICIELLA.- Alicante tiene un consulado honorario. 


SEÑORA VILLAR.- El segundo punto que queremos plantear tiene que ver con aspectos relativos a la 
situación de migración e ilegalidad. 


La Organización Internacional para las Migraciones tiene un programa denominado Retorno Voluntario 
Asistido. Esto tiene que ver con contemplar situaciones de emergencia social, de marginación, de 
enfermedad, de falta de recursos, etcétera, de ciudadanos en cualquier otro lugar que no fuera su país de 
origen para trasladarlos a su país. Uruguay ha sido recientemente integrado a la lista de países a los que se 
puede apelar para este retorno asistido, pero como no somos un país con guerra, con cataclismos ni con nada 
que se le parezca, las dificultades para acceder hace que estas posibilidades sean remotísimas y, en general, 
no hay apoyo de las embajadas ni de los consulados. Es decir: la situación de ilegalidad y de fracturas 
familiares ha generado que haya mujeres en España, con hijos menores a cargo en situaciones muy precarias 
que les impiden volver a Uruguay, donde podrían tener una familia. Tampoco han tenido la posibilidad de 
acogerse a este retorno que existe formalmente. Me gustaría que la Comisión tomara este tema ya que, si bien 
como programa existe -es verdad que nuestra situación no es la misma que la de Angola-, se presentan, como 
producto de esto que estamos viviendo, situaciones muy puntuales. Tenemos aquí presente a la mamá de un 
joven que, con depresión, quedó marginado en Barcelona. No teníamos recursos nosotros ni tampoco la 
familia para mandarlo buscar y no lo ampararon en este retorno. Todavía lo tenemos en Barcelona y no 
sabemos en qué condiciones. Frente a la gestión que se hizo en Cancillería, solo se realizó una llamada a la 
casa de un uruguayo para ver si estaba bien. Pero eso quedó en la nebulosa. 


Como esta situación puede traer aparejadas otras situaciones más graves, a mí me parece que sería importante 
que desde la Comisión se analicen las posibilidades para afinar estos recursos que pueden resultar vitales en 
situaciones límite. 


Hay otras dos cuestiones. La emigración tiene efectos negativos pero también tiene una correspondencia 
positiva. Hay grupos de uruguayos en el exterior que están apuntalando desde el punto de vista económico a 
las familias, pero también están contribuyendo con distintos programas de actividad social. A este respecto 
hay algunos asuntos a rever, por ejemplo, en cuanto a la ley de aduanas, el ingreso de donaciones para 
programas civiles. Ese es un tema vital, porque si nos mandan máquinas para instalar una microempresa en 
Rincón de la Bolsa y esos implementos están parados seis meses o un año en la Aduana, el sentido de los 
uruguayos para juntar ese dinero se perdió y en Rincón de la Bolsa sigue habiendo gente sin trabajo pudiendo 
contar con una pequeñísima fábrica de costuras. Me parece que eso debe estar contemplado de alguna forma, 
porque es uno de los beneficios que tenemos para determinados grupos sociales. 


Otro asunto a considerar tiene relación con la usura que supone el costo de enviar dinero desde el extranjero 
hacia nuestro país. ¿Eso no está regido por ninguna ley ni por el Banco Central? ¿No es posible estudiarlo? 
Una familia fracturada significa que aquí quedó una mujer con hijos y, en general, el marido manda cincuenta 
o cien euros mensuales. Cuando llegan, no llega nada... Me parece que eso debe estar legislado para evitar la 
usura. Tiene que haber algún mecanismo -quizá a través del Banco de la República- para que ese dinero 
redunde en algo social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El alcance de la ley nacional al respecto, es un asunto a estudiar. En México 
se plantea el mismo problema. Esos intercambios no solo están regidos por leyes nacionales. 


Yo no quisiera ser demagógico y me parece que hay que analizarlo, de manera que lo que viene para esos 
fines pueda llegar, en lugar de convertirse en una especie de salvaguarda para eludir algunas otras cosas. 


SEÑORA ROODENBURG.- Nos llegó una información que nos cuesta creer. Se dice que hay un 
comunicado del Presidente Bush que prohíbe brindar asistencia de salud a los ilegales, aun pagando. 
Queremos saber si ustedes han accedido a información al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les propongo lo siguiente. Nosotros vamos a tratar de mantener un nuevo 
contacto con la Cancillería lo más rápido posible. Recabaremos la información e inmediatamente 
convocaremos a ustedes para hacer una puesta al día. No nos negamos a estudiar iniciativas concretas 
por lo que estamos a la orden para considerar algún anteproyecto en particular. Sería deseable que en 
la próxima reunión pudiéramos contar con un memorándum a los efectos de ir al grano, analizar 
contenidos. 


Les agradecemos su presencia y quedamos en contacto. 
(Se retira de Sala la delegación que nuclea a familiares de emigrantes "Idas y Vueltas") 


(Se suspende la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


